PROYECTO DE RESOLUCIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe

RESUELVE:

Artículo 1:
Convocar en carácter de urgente, en uso de las atribuciones del artículo 45 de la Constitución Provincial, al Señor Ministro de Asuntos Hídricos de la Provincia de Santa Fe, Ing. Alberto Joaquín, para que el mismo suministre informes y brinde explicaciones sobre el “Llamado a Precalificación de Postulantes para la Licitación Pública Nacional e Internacional - Contratación del Financiamiento, Suministro de Materiales y Ejecución de Obras con Proyecto Ejecutivo incluido, para la realización de los Grandes Acueductos de la Provincia de Santa Fe”, realizado por Resolución Nº 156/06 de fecha 13 de Junio de 2.006, y luego prorrogado por las resoluciones Nº 173/06 de fecha 30 de junio de 2.006, 197/06 de fecha 24 de julio de 2.006 y Nº 233/06 de fecha 17 de agosto de 2.006; todas emanadas de la jurisdicción mencionada.
Artículo 2:
Encomendar a la Presidencia de esta Cámara, que en virtud de lo dispuesto por el artículo 188 del Reglamento Interno de este cuerpo, se realicen las gestiones necesarias a los efectos de formalizar la presencia inmediata del Sr. Ministro de Asuntos Hídricos en el recinto de esta Cámara y requiriendo que el mismo no excuse su asistencia para brindar por escrito los informes solicitados, teniendo en cuenta que se encuentra en tratamiento en el seno de la comisión de Obras Públicas el Expte. Nº 17.186 PER (vendido en revisión, mensaje 3.104 del Poder Ejecutivo).

Artículo 3:
De forma.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:


El artículo 55 de la Constitución Provincial establece taxativamente las cuestiones que corresponde tratar al poder legislativo. En el inciso 12 fija como atribución exclusiva de la legislatura la de “autorizar al Poder Ejecutivo para celebrar contratos y aprobar o desechar los concluidos «ad-referendum» de la Legislatura…”. En ese sentido, como es habitual, el Poder Legislativo es quien sanciona y determina las características de los llamados a licitación pública para la contratación de obras y servicios de la administración pública.


El Ministro de Asuntos Hídricos, contrariando seriamente la legislación vigente ha convocado a una llamada “precalificación” de oferentes que serían los únicos habilitados a participar del proceso licitatorio para la contratación de financiamiento, suministro de materiales y ejecución de obras con proyecto ejecutivo incluído para la realización de los grandes acueductos de Santa Fe, licitación que aún no ha sido sancionada por ley provincial.


De esta manera, el Sr. Ministro no sólo estaría actuando al margen de la normativa vigente, sino que además pretende imponer límites y restricciones a un proceso licitatorio que por su misma naturaleza debe garantizar la libre postulación de oferentes, presupuesto imprescindible para garantizar la transparencia en la selección de los contratistas y la obtención de un equilibrio entre precio justo y solvencia técnicó-económica que sólo puede lograrse como resultado de una amplia compulsa.

Si la denominada “precalificación” finalmente se concreta, dicha actitud pone en serio riesgo al Estado Provincial de recibir múltiples y fundadas impugnaciones provenientes de quienes se sientan vulnerados en su interés legítimo, por ser excluidos de participar en la licitación a través del cuestionado sistema previo, que no tiene ningún respaldo legal, dado que podría darse el supuesto de que existieran empresas que no pueden presentarse al acto atento a que no se cumplen con requisitos impuestos por el pliego y que una vez sancionada la misma estarían en condiciones de hacerlo.


Cabe destacar que, al margen de lo expuesto en cuanto a la situación normativa que refiere al acto administrativo cuestionado, resulta difícil encontrar la motivación del mismo. No aparece ni expresa ni tácitamente el fundamento real y efectivo de semejante decisión de establecer parámetros de elegibilidad y calificación de postulantes previos a un proceso licitatorio que en virtud de lo que permite el artículo 119 de la ley 12.510 puede contener un sistema de etapa múltiple, pudiendo preseleccionar oferentes por sus aptitudes técnicas y/o financieras, antes de la selección definitiva de la oferta técnica y la económica de las obras en cuestión.


De esta manera, se corre el grave riesgo de estar realizando en forma encubierta un verdadero proceso licitatorio sin el respaldo legal correspondiente, situación que no solo sería ilegal sino que además podría irrogar serios perjuicios al erario público como ya se ha explicitado.


Estas irregularidades habrían sido advertidas por el Tribunal de Cuentas de la Provincia, tal como se publica en la última edición de la Revista “Entre Líneas” (Número 15, septiembre de 2.006), de la ciudad de Santa Fe, en la nota titulada “Hace Agua”, donde se expresa que “…el 10 de agosto de 2006, el Dr. Alejandro Servín (abogado fiscal del Tribunal de Cuentas) dictaminó que “el procedimiento utilizado por el ministerio de Asuntos Hídricos para la preclasificación de oferentes para una futura licitación pública aún no fue habilitada por ley (en la resolución 173 se menciona que recién se elevó el proyecto de autorización a la Legislatura), es atípica y no encuentra previsión ni en las normas de la Ley de Obras Públicas Nº 5188 y en la Ley de Administración Financiera y Control Nº 12510, aplicable en subsidio -2do. Párrafo art.114- se descarta sin más la opción utilizada en el caso. En principio cabe decir que el procedimiento que se pretende utilizar es determinante en orden a quienes pueden ser oferentes que podrán participar posteriormente en la licitación pública y a la financiación del proyecto que se pretende realizar, desde el momento en que se establece que solamente podrán participar de la futura licitación los preclasificados, quienes a su vez deberán presentar una carta compromiso de financiación otorgada por una entidad bancaria o financiera por la suma de U$ 200.000.000. Teniendo en cuenta que los elementos fundamentales del proceso de contratación lo constituyen los sujetos, el objeto y el precio, el acto en examen resuelve por si la selección del contratante y la financiación requerida, avanzando sobre la potestad legislativa prevista constitucionalmente en el art. 55 inc. 12 que fija como atribución de la Honorable Legislatura autorizar al poder Ejecutivo para celebrar contratos y aprobar o desechar los concluidos ad referéndum de la Legislatura, sin perjuicio de reparar que dicha autorización lo es para con el Poder Ejecutivo o sea el Sr. Gobernador de la Provincia. Concluyo por ello que el acto en examen por avanzar sobre aspectos fundamentales del proceso formación de la voluntad administrativa que requiere de la previa habilitación legal conforme la norma constitucional citada”.


Resulta evidente la gravedad institucional que revisten estas afirmaciones que, según lo citado por el medio gráfico reseñado, son expresiones directas del Tribunal de Cuentas de la Provincia, que habría objetado el accionar del Ministro Joaquín en la referida obra.


En consecuencia, este cuerpo no puede avanzar en el tratamiento de esta obra imprescindible para el desarrollo y la calidad de vida de gran parte de los santafesinos, sin que el Ing. Joaquín brinde un informe pormenorizado de esta situación y responda las preguntas de quienes tenemos serias dudas sobre el accionar que viene desarrollando.


Por lo expuesto, solicitamos la aprobación urgente del presente proyecto de resolución.
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